
Caracas, 15 de marzo de 2010. 
 
Ciudadana: 
Luisa Ortega Díaz 
Fiscal General de la República Bolivariana de Venezuela 
Su Despacho.- 
 
 
Cordial Saludos,  
 

El pasado mes de agosto (2009), el ciudadano Rubén González, secretario general 
del sindicato de Ferrominera, fue privado de su libertad por haber participado en una 
paralización de actividades en la defensa del contrato colectivo de los trabajadores. 
Actualmente, violando todas las garantías del debido proceso y el derecho a su defensa, se 
encuentra recluido en la sede de Patrulleros del Caroní, en el estado Bolívar, a la espera de 
juicio. Algunos de los delitos que se le imputan son violación de la zona de seguridad, 
agavillamiento, cierre de vías e instigación a delinquir, acusaciones que se han vuelto una 
práctica recurrente contra trabajadoras y trabajadores que exigen el cumplimiento de las 
reivindicación de sus derechos laborales; pero además forman parte del andamiaje jurídico 
que cercena el derecho constitucional a la protesta y a la huelga, y que ha sido aplicado 
contra diferentes dirigentes sindicales, campesinos, estudiantes y comunidades que 
manifiestan en defensa de sus derechos. 
 

Este no es un caso aislado. Según cifras reveladas por líderes sindicales, campesinos 
y estudiantiles, actualmente en Venezuela existen 2400 personas sometidas a regímenes de 
presentación en tribunales por ejercer su derecho constitucional a la protesta por sus 
reivindicaciones fundamentales. La inmensa mayoría de los que sufren estos procesos 
pertenecen a gremios de trabajadores, campesinos, estudiantes y de comunidades populares, 
siendo los más desposeídos y de sectores vulnerables los que padecen la infracción de sus 
derechos. Lo que era una política aislada y eventual se ha transformado en una política de 
Estado. Por un lado, funcionarios policiales, el Ministerio Público y los jueces de control, 
por otro, sicarios al mando de terratenientes y de sectores empresariales, y hasta grupos de 
choque afines de los gobiernos, nacional, regional y local, independientemente de su 
tendencia política, conforman el triangulo de la represión a la lucha social. Dicha 
criminalización, alentada por diferentes poderes del Estado, empresarios y terratenientes, se 
realiza en un contexto en que aumentan las manifestaciones por derechos sociales, con lo 
que se han venido aplicando diferentes normativas a quienes ocupan terrenos para exigir su 
derecho a la tierra y la vivienda; a las comunidades que cierran calles para pedir o mejorar 
servicios públicos; a los trabajadores y trabajadoras que presionan por defender su fuente 
de trabajo, alcanzar mejores salarios y lograr su contratación colectiva; a los estudiantes 
que piden dotación para sus centros educativos; usuarios y usuarias de servicios de salud 
integral; y otros sectores en lucha por sus derechos sociales y políticos. Por tanto, lo 
anterior es una evidencia de la estrategia del Estado, y algunos sectores privados, para 
restringir la legítima protesta y el disfrute de los derechos humanos consagrados en la 
constitución.  



 
Como contraparte tenemos la situación de impunidad de los crímenes ocurridos contra 
luchadores sociales, en donde los indicios de la participación de empresarios y latifundistas 
en los asesinatos de líderes obreros y campesinos no han sido investigados y sancionados, 
así como tampoco la responsabilidad política de mandatarios regionales en algunos casos. 
Esta impunidad ha alentado el sicariato, como método para silenciar y amedrentar a los 
sectores en lucha por sus derechos. Si bien dentro de esta modalidad existe un alto 
porcentaje derivado de las pugnas entre organizaciones gremiales por el control de puestos 
de trabajo como en el sector de la construcción, se han registrado diferentes casos en donde 
el asesinato por encargo tiene como objetivo fulminar y disolver los sindicatos que se 
atreven a movilizarse por sus reivindicaciones y las luchas obreras más radicalizadas.  
 
 En este contexto, el pasado viernes (12.03.10), una manifestación en la ciudad de 
Maracay contra las medidas económicas, la criminalización de la protesta, justicia en el 
caso de los trabajadores asesinados por exigir mejoras laborales y la libertad plena de todos 
los luchadores sociales procesados por ejercer el derecho a la manifestación. 
Aproximadamente a las dos de la tarde, un grupo conformado entre 200 y 300 personas se 
congregaban en la Avenida Bolívar con Ayacucho de la ciudad, lugar de convocatoria según 
la notificación entregada a la Alcaldía Girardot. El número de manifestantes eran excedidos 
en número por los funcionarios de Poliaragua, quienes impidieron que la marcha se 
realizara disparando bombas lacrimógenas y realizando arrestos arbitrarios. El resultado de 
la acción desmedida fue 27 manifestantes detenidos y trasladados al Comando Central 
Antonio José de Sucre, sector San Jacinto, donde fueron tratados como delincuentes 
comunes: fotografiados, despojados de sus pertenencias personales, revisión corporal sin 
ropa, recopilación de huellas digitales, e interrogados sin la presencia del Ministerio 
Público y un abogado de sus confianza. 
 
 Posterior a estos hechos se presenta dos representantes del Ministerio Público, 
quienes, con la sola versión de los funcionarios policiales y sin mediar palabra con los 
manifestantes, ordenan que se mantenga la detención por los delitos obstrucción de la vía 
pública, instigación a delinquir y resistencia a la autoridad. Momentos después hace 
presencia representantes de la Defensoría del Pueblo quien intermediaron para frente a lo 
que era el resultado de una actuación injusta, abuso de autoridad e inconstitucional, 
logrando la libertad plena de todos los manifestantes.  
 
  
En virtud de todo lo expuesto solicitamos: 
 
1) La libertad plena e inmediata para el ciudadano Rubén González, dirigente sindical y 
trabajador de Ferrominera, quien se encuentra ilegítimamente privado de libertad. 
 
2) La libertad plena e inmediata de todos y todas las activistas sociales privados de libertad 
por protestar, así como la suspensión del régimen de presentación periódica ante los 
tribunales y el resto de medidas cautelares que prohíben el trabajo sindical dentro de los 
centros de trabajo.  



 
3) Investigar y sancionar a los funcionarios que en ejercicio de la autoridad incurran en 
abuso de la fuerza pública en contra de las manifestaciones por derechos sociales y 
políticos; el uso de armas de fuego y bombas lacrimógenas por parte de los funcionarios 
policiales y militares en las  manifestaciones por derechos laborales, por la exigencia del 
derecho a la salud, educación, vivienda y servicios públicos, así como también las protestas 
de las organizaciones sociales y comunitarias en defensa de sus derechos laborales. 
 3.1) Investigar la actuación de los funcionarios policiales adscrito a “PoliAragua”, 
que actuaron de forma irregular contra los manifestantes el día 12.03.10, en la ciudad de 
Maracay. Así mismo, abrir un procedimiento para investigar las posibles irregularidades 
que incurrieron los representantes del Ministerio Público con ocasión a la detención ilegal 
de los 27 manifestantes.   
 
4) El cese de la aplicación de los artículos: 284, 286, 297 y 358 del Código Penal; 47, 48, 
49, 50, 53 y 56 de la Ley Orgánica de Seguridad y Defensa de la Nación; 139 y 141 de la 
Ley para la defensa de las personas en el acceso a los bienes y servicios, así como los 20, 
24 y 25 de la Ley especial de Defensa Popular contra el Acaparamiento, el Boicot y 
cualquier otra conducta que afecte el consumo de los alimentos o productos sometidos al 
control de precios, todos los cuales penalizan el derecho a la protesta y el 51 del Decreto 
con rango y fuerza de Ley de Tránsito de Transporte Terrestre, por ser contrarios al Estado 
democrático y social de Derecho y de Justicia. 
 
 Petición que se eleva a su consideración en virtud del artículo 51 de la Constitución 
de la Republica Bolivariana de Venezuela. En tal sentido esperamos que la presente 
petición se tramitada según los principios de celeridad, transparencia, imparcialidad, 
objetividad, buena fe y confianza, según lo consagrado en los artículos 9, 10, y 11 de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública. 
 
 Para los efectos de cualquier notificación: Bulevar Panteón, entre tienda honda y 
puente Trinidad, Centro Plaza Las Mercedes, P.B, Local 6. Altagracia, Caracas. 
Teléfonos/fax: 860.6669; 862.5333 y 862. 1011. 
 
 
Por el colectivo Protestar no es un delito, 
 
 


